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Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 8 días del mes octubre de dos mil diez, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala B, para conocer en los recursos interpuestos en los autos caratulados: "Ruiz Díaz Oberti, Osvaldo c/ Fernández Dillón, Daniel s/ cobro de honorarios profesionales" respecto de la sentencia de fs. 712/714 el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden Señores Jueces Doctores: MAURICIO LUIS MIZRAHI.- GERONIMO SANSO -. CLAUDIO RAMOS FEIJOO.- 

I. Antecedentes 

I.a. La sentencia de primera instancia, obrante a fs. 712/714, admitió la excepción de falta de legitimación pasiva planteada por los co-demandados Daniel José Fernández Dillon y Estudio Dafer Imagen y Comunicación S.R.L.; y rechazó la demanda incoada por Osvaldo Enrique Ruiz Díaz Oberti contra Bahiazul S.A. 

La defensa de que se trata fue admitida con fundamento en que no se encuentran acreditados los extremos que autorizan a considerar que los accionados formaban parte de un mismo grupo económico y porque los excepcionantes no fueron parte en las contrataciones objeto de autos. 
En cuanto al fondo de la cuestión, el juez rechazó la demanda al considerar que el actor se encontraba imposibilitado legalmente de ejercer la profesión de abogado en virtud de las funciones que desarrollaba en la Prefectura Naval Argentina al tiempo de la firma de los contratos de que se trata; situación que implicó una flagrante violación a lo prescripto por el art. 953  del Código Civil. 

I.b. Contra el referido pronunciamiento se alzó el accionante, expresando agravios a fs. 749/765; presentación que no tuvo réplica por parte de la contraria. 

I.c. A fs.774 el tribunal admitió la apertura a prueba solicitada en la pieza de fs. 745 y vta., Secretaría n° 3, requiriendo la documentación aludida a fs.745 y al Boletín Oficial de la República Argentina para que remita copia del Decreto 6242/71 (Reglamentación del Personal de la Prefectura Naval Argentina, del que resulten los artículos citados por la Disposición que impuso sanciones al accionante). 

I.d. A fs. 795 se recibió la contestación del mencionado Juzgado, a fs. 803/826 contestó el Boletín Oficial de la República Argentina en los términos que surgen de dichas constancias y a fs. 828 se pusieron los autos para sentencia, providencia que se encuentra consentida. 

II. La demanda rechazada 

El objeto de la pretensión consistió en la determinación de los emolumentos del actor por la labor extrajudicial de abogado llevada a cabo a favor de los demandados en lo atinente a la confección de un contrato preliminar para la compraventa de cuatro buques en la suma de U$S.2.400.000, que serían adquiridos a Conarpesa Continental de Armadores de Pesca S.A. y explotados por Boya S.R.L. (fs.32/34). Sostuvo allí el recurrente que, además de la realización del contrato, su trabajo profesional consistió en la recepción de la documentación necesaria para el otorgamiento de la escritura traslativa de dominio, su control y supervisión y su entrega al escribano interviniente. Adujo que luego de efectuar varios borradores redactó el documento final, plasmado bajo el título "acuerdo preliminar"; explicó que la operación comprendió, además de la compra de los buques, la adquisición de una planta procesadora de pescado ubicada en Puerto Madryn, Provincia de Chubut, por la suma de U$S 400.000, según boleto que si bien no fue redactado por el actor, fue supervisado por él, requiriendo que por esta tarea profesional de supervisión y asesoramiento también se establezcan honorarios. 

III. Los agravios. 

Las quejas del apelante se orientan a cuestionar - entre otras extensas consideraciones - la admisión de la excepción de falta de legitimación para obrar opuesta por los co-demandados Fernandez Dillon y Dafer Imagen y Comunicación S.R.L. También se agravia por la particular consideración que se hiciera del sumario administrativo incoado contra el actor en sede administrativa, por la errónea apreciación de la materia discutida en autos, porque no existe norma que establezca la incompatibilidad entre la labor por la que pretende la determinación de honorarios y las funciones que desempeñaba el quejoso en Registro Nacional de Buques; y, en fin, porque el juez de grado no se hizo cargo de las deficiencias jurídicas que vician el sumario administrativo traído a su solicitud. 

IV. Alcance del análisis de los agravios 

Procederé seguidamente a analizar las quejas de los recurrentes, aclarando que nuestro más Alto Tribunal ha decidido que los jueces no están obligados a analizar todas y cada una de las argumentaciones de las partes, sino tan sólo aquéllas que sean conducentes y posean relevancia para decidir el caso (ver Fassi-Yañez, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Comentado, Anotado y Concordado", Tº I, pág. 825; Fenocchieto-Arazi. "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Comentado y Anotado", T 1, pág. 620; CSJN, Fallos: 258:304; 262:222; 265:301; 272-225, etc.). 

Asimismo, en sentido análogo, tampoco es obligación del juzgador ponderar todas las pruebas agregadas, sino aquellas que estime apropiadas para resolver el caso (art. 386, in fine, del ritual; CSJN. Fallos: 274:113; 280:3201; 144:611). Por lo tanto, no seguiré al quejoso en todas y cada una de sus argumentaciones, sino tan sólo en aquellas que sean conducentes para decidir este conflicto. Ello sentado, abordaré las cuestiones que considero sustanciales. 

V. Estudio de los agravios 

Dispone el art.3, inciso a), apartado 4 , de la ley 23.187 que "no podrán ejercer la profesión de abogados los miembros de las fuerzas armadas e integrantes de sus tribunales, de sus cuadros u organizaciones y los funcionarios y autoridades integrantes de los cuerpos de Policía Federal, Gendarmería Nacional, Prefectura Naval Argentina...cuando las normas que regulan a dichas instituciones así lo dispongan". 
Asimismo, el artículo siguiente prescribe que, no obstante las incompatibilidades mencionadas en la disposición precedente, los abogados comprendidos "podrán actuar en causa propia o en la de su cónyuge, ascendiente o descendiente consanguíneo en línea recta, pupilo o adoptado, así como también en las que sean inherentes a su cargo o empleo, pudiendo devengar honorarios conforme a las leyes". 

De lo relacionado se sigue que a los efectos de valorar si la actuación por la cual se solicita regulación de honorarios, resultaba incompatible con las funciones que el accionante cumplía en Prefectura Naval Argentina al tiempo de la prestación de las tareas por las que se solicitó retribución, debe estarse a las disposiciones citadas, al tipo de actuación cumplida y los elementos de valoración de que se dispone. 

Se encuentra fuera de discusión que el apelante integraba la Prefectura Naval Argentina, extremo que resulta del certificado de servicios agregado a fs.367, que fuera acompañado por el propio quejoso (ver fs.382 y vta.). En efecto, allí se informó que el actor ingresó a la institución el 1° de abril de 1987, como Oficial Principal (Cuerpo Profesional, Escalafón Jurídico, Especialidad Escribanía), por resolución del Ministerio de Defensa n° 589/87, revistando como Jefe de la Sección Certificaciones del Registro Nacional de Buques, habiendo sido promovido a la jerarquía de Subprefecto a partir del 31 de diciembre de 1989, y que a la fecha de expedición del certificado (18 de octubre de 1995) se desempeñaba como Jefe de las Sección Dominio del Registro Nacional de Buques, función que data del 31 de diciembre de 1992. 

Surge de la pieza liminar de los presentes actuados que la tarea por la cual reclama honorarios fue encomendada al pretensor en el mes de mayo de 1993 (ver fs. 32, apartado II, párrafo primero); que el acuerdo en el que tuvo intervención el quejoso, relativo a la compra de los cuatro buques, se suscribió en el mes de junio de 1993 (ver fs.33, párrafo segundo); y que el boleto de compraventa de la planta procesadora de pescado se firmó el 10 de junio de 1993. 

A tenor de la certificación de servicios antes referida se acreditó que la actuación profesional por la que se solicita la fijación de honorarios extrajudiciales tuvo lugar mientras el accionante se desempeñaba en calidad de Jefe de las Sección Dominio del Registro Nacional de Buques. 

Dispone el art. 17  de la ley 18.398 (Ley General de la Prefectura Naval Argentina), bajo el título "Deberes y derechos": "Son deberes y derechos esenciales impuestos por el estado policial para el personal en situación de actividad: a) Deberes:...4. El desempeño de los cargos, funciones y comisiones del servicio ordenados por autoridad competente y de conformidad con lo que para cada grado o destino, prescriban las disposiciones legales y reglamentarias.5) La no aceptación ni el desempeño de cargos, funciones o empleos ajenos a las actividades específicas de la Prefectura Naval Argentina, sin autorización previa de autoridad competente". 

De ahí que en virtud de lo prescripto en la disposición legal citada, el ejercicio de cargos, funciones o empleos ajenos a las actividades específicas de la Prefectura Naval Argentina, requería de la autorización previa de autoridad competente; circunstancia ésta que debe valorarse con especial severidad en la medida de que, como la norma lo describe, no se trata de una cuestión menor susceptible de interpretaciones, sino de un aspecto que el estatuto regulador del personal de Prefectura Naval Argentina impone en calidad de deber esencial. 

Es decir, del juego armónico de las disposiciones mencionadas se evidencian los siguientes corolarios: que es deber esencial del personal perteneciente a la fuerza el ajuste de su actuación a las condiciones legales y reglamentarias; que la realización de actividades ajenas a las específicas requieren de la venia de autoridad competente; y que la mentada autorización debe ser previa al desempeño de la actividad, empleo o función. 

En consecuencia, sin entrar en el análisis de las actuaciones administrativas en las que resultó sancionado el recurrente, ni discurrir en torno a la regularidad de lo actuado en sede administrativa, y más allá de las objeciones que formulara el apelante en el marco del proceso judicial en trámite ante la Justicia Contencioso Administrativo, la realidad es que resulta manifiesta la incompatibilidad de la labor por la que se requiere la regulación de honorarios extrajudiciales con las tareas propias de Jefe de la Sección Dominio del Registro Nacional de Buques. 

Es que si la actuación del apelante consistió en la elaboración del instrumento de venta de cuatro buques; en la recepción y análisis de documentación relacionada con dicha enajenación; y en la supervisión de todo lo relativo a la venta de una planta procesadora de pescado íntimamente vinculada con esa operación, al par que no puede discutirse por su obviedadque tales actividades eran ajenas al ejercicio de la función que desempeñaba el demandante, éste -en primer lugar- debió acreditar que para desempeñar aquellas labores profesionales contaba con la autorización pertinente; lo que no hizo. 

Por lo expuesto, las quejas del recurrente no han de prosperar; y para así decidir estimo innecesario considerar las alternativas del sumario administrativo incoado en sede de la Prefectura Naval. Es que basta para adoptar el presente decisum la manifiesta incompatibilidad de las tareas profesionales acometidas con las propias que ostentaba el actor en la Institución Naval. Obrar en sentido opuesto, admitiendo una demanda de cobro de honorarios en las condiciones referidas, importaría ni más ni menos contrariar las disposiciones que regulan el ejercicio profesional en el caso de autos (art. 3, de la ley 23.187); lo que desde luego considero inadmisible. 

Por supuesto que no escapa a mi valoración que el apelante se queja porque el sumario en el que se sustentó el juez para desestimar la demanda fuera promovido con posterioridad a estas actuaciones, o que se alegue que la defensa de los accionados no se sustentó en la cuestión relacionada con la incompatibilidad de la labor desplegada por el accionante con las normas que regulan el ejercicio profesional. Es que tales articulaciones devienen insustanciales tan pronto se advierta que el abordaje de la legitimación sustancial del peticionante y la aplicación misma de la ley 21.839  requiere que se encuentren cumplidos los requisitos que prescribe la ley 23.187 para tornar exigible una retribución profesional; lo que significa decir que estamos ante recaudos que trascienden el poder dispositivo de las partes, siendo de aplicación en la especie la directiva del art.163, inciso, 6°  del Código Procesal, en cuanto dispone que la decisión judicial debe ser calificada según correspondiere por ley. 

Cabe reiterar, en resumidas cuentas, que la actuación del apelante no se ajustó a lo que establece el estatuto que define sus deberes esenciales en orden al ejercicio de actividades ajenas a las específicas de su cargo; de manera que sus actividades por las que reclama honorarios -insisto- eran incompatibles con las funciones propias del quejoso en calidad de Jefe de Dominio del Registro Nacional de Buques. 

No se soslaya que el apelante argumentó que a raíz de la medida para mejor proveer dispuesta en el apartado II.b de fs.614, la Prefectura Naval Argentina - al responder al requerimiento para que se detallen las normas regulatorias de la entidad que impidan el ejercicio de la profesión de abogado por incompatibilidad (ver fs.639 y fs. 640)- sólo mencionó el Decreto 8566/61  (Circular P.N.A. n° 40/61, que veda la representación o patrocinio en gestiones judiciales o extrajudiciales en asuntos en que la Nación sea parte, o la actuación como peritos en iguales circunstancias) y el recordado art. 3 de la ley 23.187. 
Sin embargo, claro está que tal responde no es óbice para que el tribunal aplique la legislación vigente; como ser lo prescripto por el art.17, inc. 4° de la Ley General de la Prefectura Naval Argentina, n° 18.398. Y es aquí donde corresponde valorar la incompatibilidad antes apuntada, la que ha sido definida como el "impedimento o tacha legal para ejercer una función determinada, o para ejercer dos o más cargos a la vez" (conf.Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, vigésimo segunda edición, consulta on line). Por lo demás, repárese que el estándar que gobierna todos los supuestos previstos en los distintos incisos de la ley 23.187 es la incompatibilidad de la labor del abogado con cada uno de las hipótesis enunciadas; y es por eso que la solución brindada por el juez de grado aparece ajustada a derecho; por lo que he de proponer al Acuerdo su confirmación. 

A mayor abundamiento, agregaré que el quehacer jurídico no puede cumplirse con el sólo conocimiento dogmático de la norma y su mecánica aplicación. Razonar en derecho, disciplina cultural, no es lo mismo que deducir consecuencias silogísticas, según el esquema clásico, apto para las matemáticas o la física. Porque la norma que integra la premisa mayor, tratándose del orden jurídico, no es nunca una norma simple; es siempre compleja, debe contemplar la razonada gravitación de los valores humanos en ella comprometidos, y sobre todo, el intérprete no debe prescindir de los presupuestos implícitos que toda norma contiene, y que se si se olvidan llevan a conclusiones aberrantes (conf. Martinez Ruiz, "Revocación de testamento por ulterior matrimonio", en La Ley, 111, pág.468). En tal sentido, responde a la verdad lo afirmado por el judicante referido a que el trabajo profesional del pretensor (que motiva el presente juicio) se encuentra en colisión con la norma del art. 953 del Código Civil, en cuanto sanciona con nulidad aquellos actos que resulten imposibles, ilícitos, contrarios a las buenas costumbres o prohibidos por la ley. 

Lo hasta aquí desarrollado, que define la suerte adversa del recurso de apelación, me exime de tratar -por devenir abstractas- las quejas que se esgrimen respecto de la admisión por el juez de grado de la falta de legitimación pasiva opuesta en la presente causa (ver acápites I y III del presente voto). Tal ha de ser mi ponencia. 

VI. Conclusión 

Por las consideraciones fácticas y jurídicas desplegadas a lo largo del presente voto, propongo al Acuerdo confirmar la sentencia de primera instancia en todo cuanto ha sido materia de agravio. Las costas de Alzada se imponen de igual modo que en primera instancia (art. 68, 1era. parte , del CPCCN). 

Los Dres. Sansó y Ramos Feijóo, por análogas razones a las aducidas por el Dr. Mizrahi, votaron en el mismo sentido a la cuestión propuesta. 

Con lo que terminó el acto: 

MAURICIO LUIS MIZRAHI. 

GERONIMO SANSO. 

CLAUDIO RAMOS FEIJOO. 

Es copia fiel del Acuerdo que obra en la Pág. nº a nº del Libro de Acuerdos de esta Sala B de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.- 

Buenos Aires, octubre 8 de 2010.- 

Y VISTOS: Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, se resuelve confirmar la sentencia de primera instancia en todo cuanto ha sido materia de agravio. Las costas de Alzada se imponen de igual modo que en primera instancia (art. 68, 1era. parte, del CPCCN). 

Notifíquese y devuélvase.-
